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Corresponde desatar el recurso de apelación interpuesto por el procesado JOSÉ EDILSON ARCILA TREJOS contra el auto interlocutorio proferido por el señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira el día doce (12) de abril del presente año, decisión por medio de la cual se le negó el sustituto de la prisión domiciliaria.  

1.- PROVIDENCIA 

El a quo consideró que a pesar del informe de la trabajadora social, favorable a los intereses del penado, no era procedente la concesión de la prisión domiciliaria por cuanto no se podía asumir un buen comportamiento en atención a las especiales circunstancias en que se obró, al exhibir arma idónea para intimidad y agredir a persona de avanzada edad (74 años), cuya integridad física y aun la vida estuvieron en peligro, sin desconocer que se obró en coparticipación criminal.  

Señala que el señor ARCILA TREJOS requiere del tratamiento intramural, para que logre su verdadera resocialización y además, proteger a la sociedad de personas que causan tanto daño.

Por ello, se pronunció de manera negativa ante la petición hecha.

2.- RECURSO 

Acude el recluso a la impugnación y señala los fines de la pena y del tratamiento penitenciario para expresar que en el penal pueden dar fe de su comportamiento social, de su restauración personal ante una sociedad a la cual puede demostrar que está capacitado para cumplir. Pide una oportunidad para enmendar sus errores. 

3.- Para resolver, SE CONSIDERA 

Con relación a la prisión domiciliaria, debemos recordar que el Código Penal la instituyó como sustitutiva de la de privación formal de la libertad, consistente en la posibilidad de que la ejecución de la sanción se cumpla en el lugar de residencia del sentenciado o en el lugar que el Juez determine, siempre que se llenen dos requisitos: objetivo
 y subjetivo.
 

De presentarse el cumplimiento del aspecto objetivo, se debe efectuar una proyección mental para determinar si el  sentenciado  pondrá o no en peligro a la comunidad o evadirá el cumplimiento de la pena. Esa deducción debe ser seria, motivada y fundada.

En el caso particular, lo objetivo se cumple a cabalidad, sin embargo, en lo relacionado con las condiciones personales del procesado no se puede dar un concepto de viabilidad, habida consideración a que los medios de convicción con los cuales se cuenta en el plenario, conllevan a pensar que estamos frente a un individuo insensible y alimentado permanentemente por un vil ánimo económico, que sirvió como motor para la ejecución de la conducta por la cual hoy está alejado de la sociedad.

En este orden de ideas, no avizora la Sala con los elementos insertos en la foliatura la posibilidad de formular un diagnóstico favorable sobre la recuperación para la comunidad de una persona que la sirva y enaltezca, cuando por el contrario se impone la reclusión formal en aras de la prevención general que inspiran las penas, con la esperanza que una vez finiquite el cumplimiento de la sanción impuesta haya tenido la oportunidad de valorar su libertad y el contacto con su familia como elementos que son necesarios a todo hombre. 

La decisión adoptada en primera instancia merece confirmación. 

4.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial  de Pereira, Sala de Decisión Penal, CONFIRMA la decisión interlocutoria proferida por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, objeto de revisión. 

COMUNÍQUESE  Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE      

  VICENTE RODRÍGUEZ FEO

HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LOPEZ

Secretaria de la Sala
� Que la sentencia se haya impuesto por conducta punible cuya pena mínima prevista en la ley sea de cinco (5) años de prisión, o menos.


� Que el desempeño personal, laboral, familiar o social del sentenciado permita al operador jurídico deducir seria, fundada y motivadamente que no pondrá en peligro a la comunidad y que no evadirá el cumplimiento de la pena.
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